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procedente del 
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Salud de Puerto 
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Sobre:  

Revisión Informal 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Ortiz Flores, el Juez 
Rivera Torres, la Juez Rivera Pérez y el Juez Campos Pérez 

 
Campos Pérez, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 6 de agosto de 2024. 

Comparece ante nos la parte re currente, Sra. Johanna I. 

Ramos Montalvo (señora Ramos Montalvo), y nos solicita la 

revocación de la Resolución Final adoptada por la parte recurrida, 

Administración de Seguros de Salud (ASES) el 6 de mayo de 2024 y 

notificada al día siguiente. En la referida determinación 

administrativa, la ASES declaró no ha lugar la solicitud de revisión 

administrativa instada por la recurrente. 

Anticipamos la confirmación de la determinación 

administrativa. 

I. 

Según se desprende del expediente que revisamos, el 26 de 

enero de 2024, la señora Ramos Montalvo recibió una comunicación 

de la ASES, mediante la cual, en parte, se le notificó lo siguiente:1 

Le notificamos que el Plan de Clasificación y Retribución de 
Puestos para el Servicio de Carrera y el Plan de 
Clasificación y Retribución de Puestos para el Servicio de 
Confianza de los empleados de la Administración de 

 
1 Apéndice, pág. 19.  
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Seguros de Salud (ASES) fueron aprobados por la Junta de 
Supervisión y Gestión Financiera (FOMB, por sus siglas 
en inglés). Así, las nuevas estructuras salariales de la 

ASES serán efectivas al 1 de julio de 2023. 
Como resultado del análisis para la implementación del 

Plan de Clasificación y Retribución, el puesto que usted 
ocupa de Especialista en Recursos Humanos Senior fue 

clasificado como Especialista en Recursos Humanos 
Senior, dentro de la escala retributiva 9. Como 

resultado de lo anterior, su retribución mensual se 
mantiene en $4,646.00. Su estatus como empleado 

permanecerá inalterado. (Énfasis nuestro). 
 

Inconforme, la señora Ramos Montalvo interpuso una 

oportuna solicitud de revisión administrativa para impugnar la 

retribución.2 En esencia, alegó que la Junta de Supervisión y 

Administración Financiera (Junta de Supervisión Fiscal) y la Oficina 

de Administración y Transformación de los Recursos Humanos del 

Gobierno de Puerto Rico recopilaron datos del mercado laboral para 

establecer una nueva estructura de retribución salarial en el 

gobierno central. Indicó, sin embargo, que la retribución de la plaza 

que ocupaba en la ASES no era comparable con lo aprobado para el 

mismo puesto en el Plan de Clasificación de Empleador Único. 

Específicamente, expuso que la plaza de Especialista en Recursos 

Humanos Senior en la ASES tenía asignado un salario básico anual 

de $47,996.00; mientras que el puesto de Especialista en 

Administración de Recursos Humanos Gubernamental Senior 

estaba retribuido con $48,700.00. Esto es una diferencia de $704.00 

anuales o $58.67 mensuales. A esos efectos, solicitó una 

compensación mensual de $4,728.00 y la asignación de su puesto a 

la escala diez. 

 La ASES citó a la recurrente a una vista administrativa 

informal.3 Como resultado del procedimiento, se rindió el Informe del 

Oficial Examinador y Recomendación a la Directora Ejecutiva.4 En 

 
2 Apéndice, págs. 20-31. 
3 Apéndice, págs. 32-33. 
4 Apéndice, págs. 3-9. 
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síntesis, el funcionario consideró persuasiva la postura de la señora 

Ramos Montalvo y expresó: 

La remuneración asignada a una Especialista de 
Recursos Humanos Sénior (C-120-0), bajo el plan de 
retribución de la ASES es de $4,000.00 mensual. Sin 

embargo, la clasificación similar y/o comparativa del Plan 
de Clasificación y Retribución bajo la Ley Núm. 8, supra, 
Especialista en Administración de Recursos Humanos 
Gubernamental Sénior (5613), cuenta con una retribución 
mensual de $4,058.00. Lo anterior significa una diferencia 

de $58.00 mensual ($696.00 anual) menos para un 

Especialista de Recursos Humanos Sénior (C-120-0) en 
ASES en comparación con aquellos funcionarios públicos 

en mismo y/o similar puesto, Especialista en 
Administración de Recursos Humanos Gubernamental 
Sénior (5613), y a quienes les aplica el Plan de Clasificación 
y Retribución aprobado bajo la Ley Núm. 8-2017, según 
enmendada, Ley para la Administración y Transformación 
de los Recursos Humanos en el Gobierno de Puerto Rico. 
 

Así las cosas, como podrá observarse, en el puesto 

similar y/o comparable, la clasificación de la parte 
peticionaria ostenta una retribución levemente inferior en 

la ASES a la de otros empleados del Gobierno de Puerto 
Rico y que realizan funciones iguales y/o similares. Siendo 

ello así, el Comité Revisor recomienda equiparar que se 
reasigne la escala salarial correspondiente a la parte 

peticionaria de epígrafe. 
 

Por los motivos antes señalados, se recomendó remitir 
la solicitud de la parte de epígrafe ante al JCF para que se 

evaluara ubicar la clasificación de Especialista de 
Recursos Humanos Sénior (C-120-0) del Plan de 
[C]lasificación y [R]etribución de puestos para el servicio de 
carrera de la ASES en una escala retributiva superior a la 
escala nueve (9); ubicándose la clase en la escala diez (10) 

de dicho plan. 
 

Posterior a nuestra consulta, la JCF aclaró que: 1) el 
puesto equivalente del “Economic Research Institute” 

(ERI, por sus siglas en inglés) de HR Supervisor requiere 
tres (3) años de experiencia lo cual le ubica en la escala 

nueve (9), y 2) el puesto de Especialista en Administración 
de Recursos Humanos Gubernamental Sénior (5613) del 
Plan de Clasificación y Retribución del Gobierno Central no 
es equivalente al puesto de Especialista de Recursos 

Humanos Sénior (C-120-0) de la ASES. 
 

Entonces, debido a las determinaciones apuntadas por 
la JCF, las cuales el Comité Revisor no disputa, estamos 

impedidos de recomendar que se realicen las 
modificaciones solicitadas por la parte de epígrafe. 

Incluso, de estar el Comité Revisor de acuerdo, lo cierto es 
que la JCF ya ha indicado que tal cambio es jurídicamente 

improcedente debido a las comparables en el mercado 
laboral contemporáneo; en particular, del ERI. 

 

Al tenor de lo anterior, el Oficial Examinador recomendó 

declarar no ha lugar la petición de la recurrente. Cónsono con ello, 
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la ASES acogió el Informe y declaró no ha lugar la solicitud de 

revisión administrativa, mediante la Resolución Final aquí 

impugnada.5  

Inconforme, la señora Ramos Montalvo instó el recurso de 

revisión judicial de autos y señaló la comisión de los siguientes 

errores: 

PRIMER ERROR: ERRÓ LA ASES Y SU COMITÉ 
REVISOR AL SUSTITUIR SU CRITERIO POR EL DE LA 

JUNTA DE SUPERVISIÓN Y GESTIÓN FINANCIERA A 
PESAR DE QUE LA MATERIA PLANTEADA ANTE SU 

CONSIDERACIÓN ES UNA ESTRICTAMENTE 
RELACIONADA AL PRINCIPIO DE MÉRITO Y NO FISCAL. 

 
SEGUNDO ERROR: LA ASES Y SU COMITÉ REVISOR AL 

DETERMINAR NO ASIGNAR EL PUESTO DE 
ESPECIALISTA EN RECURSOS HUMANOS SENIOR A LA 

ESCALA 10 DEL PLAN DE CLASIFICACIÓN Y 
RETRIBUCIÓN DE LA CORPORACIÓN PÚBLICA. 

 

 El 24 de junio de 2024, la Administración de Salud de Puerto 

Rico (ASES) presentó su Alegato en Oposición a Recurso de Revisión. 

II. 

A. 

Revisamos la Resolución Final de la ASES al palio de la Ley 

Núm. 38 de 30 de junio de 2017, Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (LPAUG), 3 LPRA 

sec. 9601 et seq.  La Sección 4.5 de la LPAUG, 3 LPRA sec. 9675, 

que versa sobre el alcance de la revisión judicial, dispone que este 

tribunal intermedio sostendrá las determinaciones de hechos de las 

decisiones de las agencias, si se basan en evidencia sustancial que 

obra en el expediente administrativo; revisará en todos sus aspectos 

las conclusiones de derecho; y podrá conceder al recurrente el 

remedio apropiado si determina que a éste le asiste el derecho. Es 

decir, mediante la revisión judicial, esta curia evalúa que la decisión 

administrativa encuentre apoyo en la evidencia sustancial que obre 

en la totalidad del expediente administrativo; que el ente 

 
5 Apéndice, págs. 1-2. 
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gubernamental haya realizado una aplicación o interpretación 

correcta de las leyes o reglamentos que se le ha encomendado 

administrar; y que el organismo haya actuado dentro de los 

parámetros de su ley habilitadora, no de forma arbitraria, 

irrazonable ni haya lesionado derechos constitucionales 

fundamentales. Véase, Torres Rivera v. Policía de PR, 196 DPR 606, 

628 (2016). Por consiguiente, incluso en los casos de ambigüedad 

legislativa, es nuestra obligación ejercer un juicio independiente al 

momento de decidir si una agencia ha actuado o no dentro de los 

límites de su autoridad estatutaria. Véase, Loper Bright Enterprises 

v. Raimondo, 603 US __ (2024). Claro está, según ha pautado el 

Tribunal Supremo federal, aquellas interpretaciones y dictámenes 

administrativos ―realizados por virtud del cumplimiento de un 

deber oficial y basados en su experiencia especializada― pueden 

constituir un cuerpo de experiencia y un juicio informado (“body of 

experience and informed judgment”) al que los tribunales y los 

litigantes pudiéramos recurrir en cuestiones jurídicas. Ahora, el 

peso persuasivo de la determinación administrativa va a depender 

de la minuciosidad en su consideración, de la validez de su 

razonamiento, así como de su congruencia con pronunciamientos 

anteriores y posteriores. Véase, Skidmore v. Swift & Co., 323 US 134, 

139-140 (1944), citado con aprobación en Loper Bright Enterprises 

v. Raimondo, supra, a la pág. 10. 

B. 

 La Carta de Derechos de la Constitución del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, en su parte pertinente, reconoce el derecho 

de todo trabajador “a recibir igual paga por igual trabajo”. Art. II, 

Sec. 16, Const. ELA, LPRA, Tomo 1. En armonía con esta 

disposición, en nuestra jurisdicción, existe una clara política 

pública que propende brindar al recurso humano del servicio 

público un tratamiento equitativo y justo en la fijación de sus 
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sueldos y demás formas de retribución. Rivera Padilla et al v. OAT, 

189 DPR 315, 355-356 (2013); Guzmán Rosario v. Depto. de 

Hacienda, 147 DPR 46, 52-53 (1998). Nuestro Tribunal Supremo ha 

reconocido el alto interés público que reviste la legislación 

reguladora del empleo público y, en especial, la que reglamenta la 

retribución salarial. Rivera Padilla et al v. OAT, supra. De hecho, el 

alto foro ha opinado que el área de la retribución del empleado 

público es una de las más importantes para facilitar la aplicación 

del principio de mérito, el cual procura la mayor uniformidad, 

equidad y justicia en la administración pública. Ortiz Ortiz v. Depto. 

de Hacienda, 120 DPR 216, 220-221 (1987). Por igual, el Tribunal 

Supremo ha dispuesto que la extensión de los beneficios 

reconocidos a un empleado al amparo de un plan de clasificación y 

retribución son extensivos a todos los otros empleados igualmente 

situados. Santiago v. Depto. de la Familia, 153 DPR 208, 219 (2001).  

 Ahora bien, el máximo tribunal ha apuntado que este 

principio “no es óbice para la otorgación de salarios distintos a 

personas clasificadas en la misma escala salarial, siempre y cuando 

exista una justificación objetiva para la diferencia de compensación 

ante la igualdad de la labor rendida”. Rivera Padilla et al v. OAT, 

supra, pág. 357. Esta justificación objetiva puede fundarse, a modo 

de ejemplo, en los factores siguientes: los años de servicio que ha 

prestado un empleado; la demanda u oferta en el mercado de 

trabajo; las habilidades y destrezas necesarias para realizar el 

trabajo, y el grado de complejidad de la tarea realizada, entre otros 

factores. Id. Acotó el Tribunal Supremo: 

Todo empleado que a lo largo de su desempeño dentro 
de una entidad haya sido ubicado progresivamente dentro 

los tipos intermedios de una escala retributiva tiene 
derecho a que bajo un nuevo plan de retribución se le 

confiera, al menos, un salario igual al que recibía bajo el 
plan previo, no uno menor. De este modo, el ordenamiento 

jurídico confiere protección a la remuneración económica 
conferida al empleado por concepto del paso, no a 

determinada ubicación en los tipos intermedios de la 
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escala de retribución, que en términos jurídicos carece per 
se de contenido patrimonial. 

 
Es incorrecto, en consecuencia, afirmar que ubicar a 

un empleado en el tipo mínimo de una nueva escala 
retributiva constituye una “privación de pasos”, o que tal 

acción constituye una privación de un derecho 
propietario. El “paso por mérito” no es a lo que el empleado 

tiene derecho, sino a la remuneración que acarrea el 

mismo. Nigaglioni v. Departamento de Salud, 149 DPR 
180, 193-194 (1999). 

 

III. 

En la causa presente, la señora Ramos Montalvo aduce en el 

primer señalamiento de error que la ASES incidió al sustituir su 

criterio por el de la Junta de Supervisión Fiscal, toda vez que la 

materia planteada se relaciona con el principio de mérito y no a una 

cuestión fiscal. En el segundo señalamiento de error, la recurrente 

alega también que el ente administrativo incidió al no acceder a 

asignar la escala 10 al puesto de Especialista en Recursos Humanos 

Senior. 

Debido a su relación intrínseca, discutiremos en conjunto 

ambos errores. 

Por virtud de la Ley Núm. 72 de 7 de septiembre de 1993, Ley 

de la Administración de Seguros de Salud de Puerto Rico, 24 LPRA 

sec. 7001 et seq., se creó la ASES como una corporación pública e 

instrumento esencial de la reforma de los servicios de salud en 

Puerto Rico. Como parte de las funciones y deberes de la Directora 

Ejecutiva, Roxanna Rosario Serrano, se encuentra la fijación de la 

remuneración de los empleados de conformidad con los reglamentos 

de personal y el plan de retribución que establezca la Junta de 

Directores. Sec. 4 (d) Ley 72, 24 LPRA sec. 7023 (d). 

De otro lado, el 30 de junio de 2016, se aprobó la Ley Pública 

114-187, PROMESA, acrónimo de Puerto Rico Oversight 

Management, and Economic Stability Act, 48 USC sec. 2101 et seq. 

al palio de la Sección 3, Artículo IV, de la Constitución de los Estados 

Unidos de América para atender la crisis financiera del Gobierno de 
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Puerto Rico. In re Fin. Oversight & Mgmt. Bd. for P.R., 872 F.3d 57, 

59 (1st Cir. 2017). Al amparo de PROMESA, el 3 de mayo de 2017, 

la Junta de Supervisión Fiscal presentó una petición de quiebra a 

nombre e interés del Gobierno, conforme el Título III del precitado 

estatuto federal, sobre “Ajuste de Deudas”. Como se conoce, entre 

las responsabilidades asignadas a la Junta de Supervisión Fiscal 

está la de contribuir con el Gobierno en quiebra a reformar su 

gobernanza fiscal, así como la implementación de una 

reestructuración de la deuda, mediante un proceso justo y 

ordenado, con el propósito de lograr acceso al mercado de capital. 

In doing so, Congress explained that “[a] 
comprehensive approach to fiscal, management, and 

structural problems and adjustments ... is necessary, 
involving independent oversight and a Federal statutory 

authority for the Government of Puerto Rico to restructure 
debts in a fair and orderly process.” 48 U.S.C. § 

2194(m)(4). To that end, Congress, through PROMESA, 
created the Board, see id. § 2121(b)(1), for the purpose of 

helping the Commonwealth “achieve fiscal responsibility 
and access to the capital markets,” id. § 2121(a), and “to 

assist the Government of Puerto Rico in reforming its fiscal 
governance and support the implementation of potential 

debt restructuring,” id. § 2194(n)(3). 
 

“Among the numerous responsibilities assigned to the 
Board was the development of fiscal plans for the 

Commonwealth and its instrumentalities to ‘provide a 
method to achieve fiscal responsibility and access to the 

capital markets.’ ” In re Fin. Oversight & Mgmt. Bd. for P.R., 
32 F.4th 67, 74 (1st Cir. 2022) (quoting 48 U.S.C. § 

2141(b)(1)). So PROMESA empowered the Board to 
develop, review, approve, and certify plans of fiscal 

adjustment. See 48 U.S.C. §§ 2141(c)-(e), 2142(c)(1). In re 
Financial Oversight and Management Board Board for 
Puerto Rico, 52 F.4th 465, 473 (2022). 

 

Actualmente, aun cuando el Gobierno ha reestructurado 

cerca del 80% de su deuda, el proceso de reestructuración 

continúa.6 Así, pues, debemos colegir que, si bien la ASES ostenta 

facultad para recomendar su plan de clasificación y retribución, 

 
6 El 18 de enero de 2022, el Tribunal de Distrito de los Estados Unidos para el 

Distrito de Puerto Rico confirmó el Plan de Ajuste para el Gobierno de Puerto Rico 

con el propósito de reestructurar $33 mil millones en pasivos contra el gobierno 

central, la Autoridad de Edificios Públicos, el Sistema de Retiro de Empleados y 
más de $55 mil millones en pasivos de pensiones a la cantidad de $7 mil millones. 

El Plan de Ajuste entró en vigor el 15 de marzo de 2022. Véase el enlace 

https://juntasupervision.pr.gov/deuda.  
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debido al ineludible impacto fiscal sobre las arcas del Gobierno, 

dicha propuesta tiene que ser aprobada por la Junta de Supervisión 

Fiscal. Recuérdese que PROMESA confiere al ente federal completa 

autonomía y preeminencia sobre las ramas políticas. 48 USC sec. 

108 (a). En consecuencia, la Junta de Supervisión Fiscal deberá 

revisar cualquier propuesta que impacte el Plan de Ajuste, de 

manera que no menoscabe sus propósitos. Véase, 48 USC sec. 201. 

La ASES no es la excepción. 

Somos del criterio que la ASES no erró al someter ante la 

consideración de la Junta de Supervisión Fiscal la evaluación de los 

puestos de Especialista de Recursos Humanos Senior C-120-0 de la 

ASES y el de Especialista en Administración de Recursos Humanos 

Gubernamental Senior del Plan de Clasificación de Empleador 

Único. Ciertamente, de ese modo, se propende a preservar el caudal 

del Gobierno y la continuación de un proceso ordenado de 

reorganización. 

Como se reseñó, luego de su análisis, el ente federal aclaró 

que ambos puestos no eran equivalentes, de conformidad con el 

puesto de HR Supervisor descrito en el Economic Research Institute. 

En específico, en lo que se refiere a los tres años de experiencia 

requeridos, lo cual ubica el puesto en la escala nueve. Nótese que, 

en este caso, mientras el puesto que ocupa la recurrente únicamente 

exige tres años de experiencia si la persona tiene un Bachillerato o 

dos si ha completado una Maestría, el Especialista en 

Administración de Recursos Humanos Gubernamental Senior 

requiere una preparación de Bachillerato y seis años de experiencia. 

Por ende, es evidente que ambos puestos distan entre sí, lo que se 

refleja en las respectivas escalas nueve y diez, así como en los 

salarios asignados. Según esbozamos, incluso en la misma escala 

salarial, se puede otorgar salarios distintos, siempre y cuando se 

justifique de manera objetiva la diferencia de compensación. En la 
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causa de autos, el requerimiento de más años de experiencia no sólo 

es un factor objetivo, sino que justifica el leve incremento en escala 

y salario. A tales efectos, no procedía asignar el puesto de la señora 

Ramos Montalvo a la escala 10 del Plan de Clasificación y 

Retribución de la ASES. 

Asimismo, es meritorio resaltar que el salario de la recurrente 

de $4,646.00 mensuales o $55,752.00 anuales es superior a la 

retribución inicial de la escala nueve de $4,000.00 mensuales o 

$48,000.00 anuales del Plan de Clasificación y Retribución de 

Puestos para el Servicio de Carrera y el Plan de Clasificación y 

Retribución de Puestos para el Servicio de Confianza de los 

empleados de la ASES. Incluso, supera el salario de la escala diez 

del Plan de Clasificación de Empleador Único, fijado en $4,058.00 

mensuales o $48,696.00 anuales. Por lo tanto, el derecho sobre su 

remuneración no ha sido infringido. 

En suma, ponderado el expediente administrativo ante nos, 

es forzoso concluir que la Resolución Final no amerita nuestra 

intervención judicial. La recurrente no ha señalado disposición 

legal, reglamentaria o jurisprudencial alguna que refute en Derecho 

la decisión administrativa al declarar no ha lugar su solicitud de 

revisión. 

IV. 

Por los fundamentos expuestos, confirmamos la Resolución 

Final recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


